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León, Guanajuato, a 03 tres de agosto del año 2011, dos mil once. . . . . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 423/2010-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano ROGELIO ENRÍQUEZ RODRÍGUEZ, en contra de la Directora General de Ingresos, del Director de Ejecución y de la Directora General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, todos del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que la parte actora impugna el mandamiento de ejecución y el embargo sobre el inmueble ubicado en calle Palma de Mallorca 323, manzana 17, supermanzana 3, de la colonia Lomas de las Hilamas de esta ciudad, de fecha 18 dieciocho de octubre del mismo año, así como la apertura de una doble cuenta sobre el mismo inmueble y la omisión de dar de baja la segunda cuenta predial y catastral. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La existencia del mandamiento de ejecución impugnado está acreditada en autos, con copia al carbón del mandamiento de ejecución identificada con el folio PR-2010-00015451, de fecha 10 diez de octubre del año 2010, dos mil diez, suscrito por la Directora General de Ingresos; la del embargo combatido, se acredita con copia al carbón del acta de embargo levantada con fecha 18 dieciocho de octubre del mismo año, que obra en la parte inferior del referido mandamiento; y, la de los demás actos, se encuentra acreditada con las constancias que obran en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En la especie, este Órgano de Control de Legalidad con las facultades que le concede la última parte del artículo 261 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, de oficio determina que respecto a la apertura de una doble cuenta sobre el inmueble ubicado en Boulevard Palma de Mallorca número 323, de la colonia Lomas de las Hilamas, de esta ciudad, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del citado numeral 261, en virtud de que se consintió tácitamente dicho acto, por la siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . 
El ciudadano Rogelio Enríquez Rodríguez, manifestó en su demanda que adquirió el inmueble ubicado en Boulevard Palma de Mallorca número 323, de la colonia Lomas de las Hilamas, de esta ciudad, exhibiendo la Escritura Pública de compraventa que obra en la Partida número 51,228, cincuenta y un mil, doscientos veintiocho, del Volumen número 445 cuatrocientos cuarenta y cinco, otorgada ante fe del Notario Público número 14 catorce, de León, Guanajuato, con fecha 23 veintitrés de octubre del año 2009, dos mil nueve; además aportó al sumario copias simples de dos escritos, el primero suscrito por la ciudadana Virginia Montes López de Munguía , de fecha 10 diez de septiembre del año 2009, dos mil nueve, recibido en la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, el día 11 once del mismo mes y año, mediante el cual solicita la cancelación de la cuenta predial del señor Alberto Martínez Carrillo; y, también  exhibió copia simple del escrito suscrito por el Licenciado José Ciro Guerrero G. Notario Púbico 107 ciento siete, sin fecha y recibido en la Dirección General de Impuestos Inmobiliarios y Catastro, el día 07 siete de octubre del año 2009, dos mil nueve, a través del cual solicita la cancelación de la declaración de traslación de dominio  número 44,971 de fecha 15 quince de febrero del año 2006, dos mil seis. Así las cosas, analizando de manera adminiculada estos tres medios de prueba, nos dan la plena convicción de que el actor tuvo conocimiento de la existencia de la apertura de la doble cuenta predial y catastral sobre el inmueble que nos ocupa, desde la fecha en que celebró la compra-venta respecto al citado bien, esto es, desde el día 23 veintitrés de octubre del año 2009, dos mil nueve, de ahí, que estuvo en aptitud de impugnar la apertura de la cuenta predial número 01-A-B52355-001 y la de la cuenta catastral número 03-012-006-87-000. Ahora bien, la referida Escritura Pública merece valor probatorio, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por encontrarse emitida por un Fedatario Público; y, las copias simples de los escritos antes señalados merecen valor probatorio, conforme a lo estipulado por el artículo 124 del mismo Ordenamiento legal, en virtud de que fueron aportadas por el actor, circunstancia que lleva implícita la afirmación de que coinciden con sus originales, además se encuentran relacionados con el inmueble materia de la compraventa que consta en la mencionada Escritura. . . . . . . . . . . . . . 
Siendo lo anterior así, es evidente que el actor conoció este acto impugnado antes de la fecha de emisión del mandamiento de embargo combatido y no presentó su demanda dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes al día en que se hizo sabedor de la apertura de las referidas cuentas, dicho plazo se establece en el primer párrafo del artículo 263 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, con la finalidad de brindar seguridad jurídica, sujetando el derecho de impugnación de los actos o resoluciones jurídico-administrativas a ese término, por tanto, el ejercicio de la acción de nulidad, conforme a dicho numeral descansa en el principio de temporalidad, por ende, de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente sobreseer este proceso en cuanto al acto que hace consistir el actor en la omisión respecto a la apertura de las referidas cuentas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
De igual manera, de oficio se determina que respecto al acto impugnado que consiste en la omisión de dar de baja la segunda cuenta predial y la catastral del inmueble ubicado en Boulevard Palma de Mallorca número 323, de la colonia Lomas de las Hilamas, de esta ciudad, se actualiza la causal de improcedencia prevista  en  la fracción I  del  citado  numeral  261,  en virtud  de  que  no se afecta el interés jurídico del impetrante, por la siguientes razones lógicas y jurídicas: . . . . . 

En principio, cabe precisar que para la procedencia del proceso administrativo, conforme a lo estipulado por los artículos 206-A, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 251, párrafo primero, fracción I, inciso a), del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es menester que en primer lugar la parte actora acredite que cuenta con interés jurídico y en segundo lugar, que en autos del sumario se acredite una afectación a su esfera de derechos, por tanto, una cosa es acreditar el acto combatido y otra demostrar el perjuicio que éste puede deparar al particular. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, es el caso, que en autos de esta causa obran los dos escritos de petición de cancelación de la cuenta predial y la cuenta catastral, ambas abiertas a nombre del ciudadano Alberto Martínez Carrillo y de las constancias de este proceso se advierte que no se ha recibido ninguna contestación por parte de la autoridad Municipal, entonces el impetrante todavía no resiente ningún perjuicio en su esfera jurídica, pues es cierto que estamos en presencia una omisión respecto a la determinación de la procedencia o no de la cancelación de las referidas cuentas, pero aún no se resuelve la cuestión de fondo; desatención que se convierte en un silencio de la autoridad y éste constituye un acto administrativo por disposición del segundo y tercer párrafos del artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, pues si no se da respuesta a la solicitud planteada en un plazo de 15 quince días hábiles se tiene a la autoridad omisa contestando en sentido negativo y quien formula la gestión está en posibilidad de impugnar esa negativa ficta. Siendo lo anterior así, la omisión en este caso concreto no afecta el interés jurídico del ciudadano Rogelio Enríquez Rodríguez, dado que no se viene a impugnar como resolución emitida en sentido negativo, por ende, de acuerdo a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente sobreseer este proceso en cuanto al acto que hace consistir el actor en la omisión respecto a la determinación de la procedencia o no de la cancelación de las referidas cuentas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La Directora General de Ingresos aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en virtud de que no se afecta el interés jurídico del actor, ya que señala como acto impugnado el mandamiento de ejecución que contiene el acta de embargo impugnada, pero dicho acto es emitido a nombre de Alberto Martínez Carrillo Rodríguez y no acredita que se haya emitido ningún acto a nombre del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Causal de improcedencia que no se actualiza, en merito de las siguientes razones: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Es cierto que el actor no es el destinatario del mandamiento de ejecución, ni del acta de embargo, pero también lo es, que el justiciable aportó al sumario y se le admitió como prueba el Testimonio de la Escritura Pública de compraventa celebrada entre Rogelio Enríquez Rodríguez y Virginia Montes López de Munguía, que obra en la Partida número 51,228, cincuenta y un mil, doscientos veintiocho, del Volumen número 445 cuatrocientos cuarenta y cinco, otorgada ante fe del Notario Público número 14 catorce, de León, Guanajuato, con fecha 23 veintitrés de octubre del año 2009, dos mil nueve, sobre el inmueble ubicado en la calle Palma de Mallorca número 323, de la colonia Lomas de las Hilamas, de esta ciudad, con la que, para efectos de este proceso administrativo, se le reconoce interés jurídico al actor, ya que el acto impugnado es consecuencia del impuesto predial, recargos y gastos de ejecución del mismo bien inmueble, de esta manera, el actor cuenta con un derecho subjetivo administrativo tutelado por la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, toda vez que el acto impugnado se ejecutó sobre el multireferido inmueble y la documental descrita en supralíneas le engendra al impetrante el derecho para defender ese bien, porque de lo contario se le dejaría en total estado de indefensión. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ante la inoperancia de las anteriores causales de improcedencia y advirtiéndose de autos que no se actualiza ninguna otra de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio del acto impugnado. . . . . . . . . .  . . . . . . . . 
CUARTO.- Que con las facultades que le confiere al Juzgador el artículo 302, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ser una cuestión de orden público, se hace valer de oficio, la incompetencia de la Directora General de Ingresos, para emitir el mandamiento de ejecución impugnado; en consecuencia, se procede al estudio de los artículos del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, invocados como fundamento legal de la competencia de esta autoridad demandada, a fin de determinar si estos numerales le conceden o no atribuciones para emitir el acto impugnado. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el acto impugnado se advierte que la autoridad demandada para justificar su competencia o atribuciones expresa como fundamento legal, los artículos 53 inciso D), 66 inciso A), 67 fracciones X, XIV y XVII, y 68 fracciones III y IV, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, entre otros numerales de diversos Ordenamientos Legales. Sin embargo, es el caso que ninguno de estos numerales le concede atribuciones a la Directora General de Ingresos, para emitir el mandamiento de ejecución combatido; lo anterior es así, en razón de que el referido artículo 53, inciso a), únicamente contempla a la Dirección General de Ingresos como una Dependencia de la Tesorería Municipal; y, el citado artículo 67, establece sus atribuciones, empero, su fracción X, le concede facultades para supervisar la recaudación diaria de los cobros de impuestos, derechos, productos y aprovechamientos de las Dependencias generadoras de ingresos; mientras que, su fracción XIV, únicamente le concede la facultad de dirigir el procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivo los créditos fiscales; y, su fracción XVII, limita sus atribuciones sólo a determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación y a fijarlos en cantidad liquida. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
Como puede observarse, ninguna de las fracciones del citado artículo 67, invocado como fundamento legal le conceda a la Directora General de Ingresos la facultad de emitir mandamientos de ejecución, de este modo, en la especie, únicamente se justifica que en materia de cobro de contribuciones, sólo tiene atribuciones para: supervisar su recaudación diaria; dirigir el procedimiento administrativo de ejecución; y, determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación y a fijarlos en cantidad liquida. De ahí, resulta que la Directora General de Ingresos, conforme a las fracciones X y XIV del multicitado artículo 67, únicamente cuenta con poder de vigilancia, esto es, que como superior sólo cuenta con atribuciones para fiscalizar la actuación de sus inferiores, pero no tiene facultades para emitir mandamientos de ejecución; por otra parte, dicha autoridad omite expresar la existencia de algún Acuerdo Administrativo mediante el cual se le hayan delegado esas atribuciones, el que es indispensable señalar, para que en su caso, el impetrante esté en condiciones de impugnar el acto respecto a la competencia y  si está o no ajustado a derecho. . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, sobre el particular, no se omite precisar que originalmente el Tesorero Municipal es quien tiene las facultades pare emitir el acto combatido y por una disposición Reglamentaria, se delega esa atribución al Director de Ejecución, por tanto, ésta última es la autoridad fiscal que cuenta con facultades para llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución, de acuerdo a lo estipulado por la fracción III del artículo 68 del referido Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, pero la Directora General de Ingresos como superior jerárquico del Director de Ejecución, no tiene esa facultad, pues como se dijo en supralíneas, sólo cuenta con poder de vigilancia, por tal virtud, no es posible estimarla como responsable de los actos emitidos dentro del marco de las facultades generales decisorias que tiene encomendadas el Director de Ejecución, pues estos Órganos de la Administración Pública Municipal para efectos del proceso, son dos autoridades distintas, cada una con sus propias atribuciones, que son el contenido de las tareas asignadas en la materia a cada una de ellas, por los artículos 67 y 68 del aludido Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, respectivamente, ya que estos numerales determinan la amplitud del obrar de los titulares de cada una de la referidas autoridades. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en razón de que la Directora General de Ingresos formal  y legalmente como superior no debe avocarse a ejercer las facultades reservadas al Director de Ejecución -inferior- en el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, toda vez que este Ordenamiento Legal no contempla ninguna disposición que establezca que las facultades establecidas a favor del  Director de Ejecución, podrán ser ejercidas por la Directora General de Ingresos, como superior inmediato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo anterior, es de concluirse que el mandamiento de ejecución combatido en cuanto a la competencia de la autoridad se encuentra indebidamente fundado, por ende, carece del elemento de validez exigido por la fracción I del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dado que fue emitido por una autoridad incompetente, actualizándose con ello, la causal de ilegalidad prevista en la fracción I del artículo 302 del mismo Código, vulnerándose en perjuicio de la parte actora el artículo 4º de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por consiguiente, conforme a lo mencionado y además con fundamento en los artículos 300 fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total del mandamiento de ejecución, de fecha 10 diez de octubre del año 2010, dos mil diez, identificado con el número de folio PR-2010-00015451, suscrito por la Directora General de Ingresos, por la cantidad de $8,349.45 (ocho mil, trescientos cuarenta y nueve pesos 45/100 moneda nacional), integrado de la siguiente manera $5,296.85 (cinco mil doscientos noventa y seis  pesos 85/100 moneda nacional), por concepto de impuesto predial; $2,159.06 (dos mil, ciento cincuenta y nueve pesos 06/100 moneda nacional), por recargos; $893.54 (ochocientos noventa y tres pesos 54/100 moneda nacional), por gastos de ejecución; asimismo, se declara la nulidad de su acto consecuente como lo es el acta de embargo practicada con fecha 18 dieciocho de octubre del 2010, dos mil diez, que obra en la parte inferior del referido documento, en virtud de que cómo acto accesorio sigue la suerte del principal que está viciado de origen. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por último, no se deja de mencionar que en este fallo se omite la declaración de nulidad del mandamiento de ejecución identificado con el número de folio       TR-2010-00001666, suscrito por la Directora General de Ingresos, por la cantidad de $737.58 (setecientos treinta y siete pesos 58/100 moneda nacional) y del acta de embargo levantada con fecha 25 veinticinco de enero del año 2011, dos mil once, en virtud de que es un nuevo, emitido por conceptos diferentes como lo son la multa de traslado de dominio, certificaciones y gastos de ejecución, por ello, no están relacionados con el impuesto predial, ni son actos consecuentes de los actos fiscales declarados ilegales en supralíneas, amén de que no forman parte de los impugnados en la demanda que se resuelve, de esta manera, los actos señalados en primer término en este párrafo eran susceptibles de refutarse de ilegales por vicios propios. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que la argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala,  Séptima época,  Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Por lo expuesto  y  además con  fundamento en los  artículos  206-A  párrafo 
segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, respecto a los actos dos impugnados que consisten el primero en la apertura de las dobles cuentas predial y catastral, y el segundo en la omisión de dar de baja las mismas cuentas del inmueble ubicado en calle Palma de Mallorca número 323, de la colonia Lomas de las Hilamas, de esta ciudad, por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el tercer considerando de esta sentencia. . . . . 

TERCERO.- Se declara la NULIDAD TOTAL del mandamiento de ejecución identificado con el número de folio PR-2010-00015451, de fecha 10 diez de octubre del año 2010, dos mil diez, suscrito por la Directora General de Ingresos, por la cantidad de por la cantidad de $8,349.45 (ocho mil, trescientos cuarenta y nueve pesos 45/100 moneda nacional) y del acto consecuente como lo es el acta de embargo practicada con fecha 18 dieciocho de octubre del 2010, dos mil diez, que obra en la parte inferior del referido documento; lo anterior, por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalados en autos. . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa en forma legal con Secretario de Estudio y Cuenta, Licenciada MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . 
